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En efecto. como seftala el Ministerio Fiscal. el desistimiento es una
forma legítima de finalización de los procesos, que responde al principio
dispositivo que rige nuestro- ordenamiento civil. El desistimiento supone
la extinción del proceso por voluntad del actor, y si bien su· aceptación
debe hacerse en términos Que no ocasionen al demandado indefensión
o- perjuicios irrazonables. carece de fundamento la interpretación de la
entidad recurrente de que el desistimiento es, por imperativo eonstitu·
donal. un acto bilateral. de tal forma que no puede aceptarlo el órgano
judicial si el demandado se opon"c.

Tal bilateralidad no viene contemplada en la ley, sumamente parca,
por lo demás. en sus previsiones sobre desistimiento. Como también
señala el Ministerio público. tal parquedad legislativa ha ocasionado que
seari los órpnos judiciales quienes en cada supuesto han decidido de
forma casulsta en uno y otro sentido sobre la necesidad del acuerdo de
la parte demandada para la aceptación del desistimiento, sin Que por ello
se incurra en vulneración de derechos fundamentales. Se trata, en efecto,
de una cuestión de legalidad ordinaria relacionada con la interpretación
~. aplicación de la incompleta regulación del desistimiento en nuestro
ordenamiento procesal, interpretación que corresponde al Juez ordina­
rio efectuar, sin que pueda revisarla este Tribunal. Ciertamente Que los
Tribunales ordinarios, al resolver en cada caso sobre la pertinencia o no
del desistimiento, habrán de velar- porque no se cause indefensión o
lesión alguna de índole constitucional a la parte demandada. pero
semejante obli¡acjón se deberá a las exigencias generales del arto 24 C.E.,
no a que éste requiera que el desistimiento sea necesariamente
bilateral. bilateralidad que derivarla, en su caso, de las circunstancias
concretas del supuesto de hecho.

Asi. en el supuesto de autos, es claro que no ha habido indefensión
en relación con la pretensión de desistimiento del actor o con sus
consecuencias. El desistimiento se formuló en el acto de la vista y la
parte demandada pudo allí oponerse y así lo hizo, sin perjuicio de Que
luego además formuló recursos de reposición y apelación contra la
providencia Que lo aceptó, oposición que fue rechazada mediante
resoluciones ampliamente motivadas en dos instancias. Y tampoco
Supuso la aceptación del desistimiento. en el caso concreto de autos,
denegación de tutela, pues se ha visto ya que quedaba abierta a la parte
demandada la vía declarativa ordinaria para resolver sus pretensiones,
ajenas al restringido objeto del procedimiento sumario de desahucio.

No resulta de aplicación, por consiguiente. lo afirmado en la STC
30/1984. citada por el solicitante de amparo, en el sentido de que el juez
de la acción lo es también de la excepción. En primer lugar; en aquel
supuesto se trataba de un juicio declarativo ordinario, en el que el juez
se declaró competente para concocer de la acción, pero no de la
excepción. Y espresamente se decía entonces que había Que ((subrayar
Que se trataba de un juicio declarativo y no de un /'uido ejecutivo. La

, diferencia es esencial, pues en el juiCio declarativo e demandado puede
oponer a la acción todas .las defensas que estime pertinentes (... ).
mientras Que en el juicio ejecutivo las excepciones están rigurosamente
tasadas~~. Pues bien, es eVidente que el procedimiento de desahucio, si
bien es un declarativo, es 'un declarativo especial, sumario y privile~

giado. destinado exclusivamente al conodmiento de la controversia
sobre si el arrendatario ha pagado o no las rentas,' con limitación-8
ambas partes, incluso, de medios probatorios. En tal contexto, es claro
Que no puede aducirse que sea constitucionalmente obligado para el Juez
el conocimiento de cualesquiera excePciones ,planteadas· por la parte
demandada, pese a no estar contempladas por la Ley. En segundo lugar.
el mentado precedente es tanto más inaplicable cuanto que en el
presente supuesto no hubo resolución sobre el fondo, debido precisa­
mente a la enervación de la acción por parte de la demandada y al
subsiguiente desistimiento del actor.

A la vista de todo lo anterior, resulta claro que es. en cambio,
aplicable la doctrina expuesta en la antes citada STC 60/1983,supuesto
en el Que se contemplaba, precisamente, un caso de desahucio por falta
de pago. Así, en dicha Sentencia se .dijo, en relación con la limitación
en el mismo de medios probatorios, Que dentro del legítimo juego del
legislador entre los procedimientos plenarios y sumarios, se puede «en
casos determinados rechazar un concreto medio de prueba, y en tales
hipótesis (... ) no se incurre en indefensión, siempre que la parte a la cual
se limi tan sus armas puede acudir al juicio declarativo plenario o pueda
utilizar en favor de. su pretensión otros instn.-mentos Que el ordena­
miento en su totalidad le brinde». Es manifiesto Que en el presente caso,
en el Que lo que .motiva la queja de la entidad recurrente no es tanto la
limitación de medios probatonos cuanto que no se haya dado respuesta ,
a determinadas excepciones procesales,· es sin embargo plenamente -~.

aplicable el criterio expuesto, por cuanto la finalidad pretendida en
último término por la entidad demandada -que se declare en otro tipo
de procedimiento la ilegitimidad del incremento inconsentido de la "
renta·, puede obtenerlo en el procedimiento declarativo que ella 'misma
considere pertinente. Y no puede objetarse que ello signifique pechar
con una indebida carga procesal, pues seria consecuencia, como ya se ha
señalado, de que es dicha parte quien en tal caso pretendería de los
Tribunales un reconocimiento de lo que estima su derecho. ;..

fALLO
En atención a. todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo formulado por el Abopdo del
Estado en representación del Instituto Nacional de Empleo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de noviembre de mil novecientos
noventa.-Francisco Rubio Llorente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguel
Rodríguez-Pidero y. Bravo--Férrer.-José Luis de los Mozós y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Firmados y
rubricados. .

'.

591 AntecedentesI.
'o·'
, '

l. La Procuradora de los Tribunales doña Maria del Pitar Calvo
Diaz, en nombre y representación de «Hosteleria Ialesias, Sociedad
Anónima», presentó el 10 dejunio de 1988 demanda de amparo contra
Auto de la Magistratura de Trabajo núm. 7 de Madrid, de 29 de abril
de 1988. ..

En la demanda se 'alegan, sustancialmente, los siguientes hechos:

Don Félix Cáceres Criado fonnuló papeleta de conciliación y
posteriormente demanda por despido improcedente contra la Empresa :r.
solici.tante de amparo, que tiene su domicilio social e:n la calle Panamá, y .
'ttÚmero 3, donde también radica su centro de trabajo, consistente en un (.;
establecimiento debosteleria que gira con el nombre de «Asador-Café». :.\

El Instituto de Mediación, Arbitrllie y Conciliación emD1az6 a la '.f
Empresa~ el acto de·. conciliación· mediante carta certilic:ada con ..,~,
acuse de recibo, dirisida a la expresada dirección, siendo devuelta la,,"
notificación con una nota del funcionario de Correos, en la que aparece ";,.~
la frase «ausente de Panama, 3». ...

Del mismo modo, la Magistratura de Trabajo envió el. emplaza·
miento para el acto del juicio, mediante carta certificada con acuse de .
recio, que fue devuelta también por el cartero, quien escñbi6 en~.::
principio «desconocido», tachándolo pa~ en su lugar, hacer constar «Se ' 'f
ausentó sin señas».·. - .~~..

La Magistratura, ante eUo, acordó suspender el juicio y citar ;;.;
nuevamente por edictos para el día 10 de marzo de 1987, en el que se '~'.
celebro sin la comparecencia de la demandada, dietáhdose Sentencia ('.
estimatoria de la demanda, Que fue notificada tambi~n poredietos,:~.,
haciéndose constar que la demandada se encontraba en ignorado"'-:
paradero. ' ~/:.

"

Sala Segunda. SentenCia 188/1990. de 26 de noviembre.
Recurso de amparo 1.07211988. contra Autos de la
Magistratura de Trabajo núm. 7 de Madrid, que inadmiten
demanda solicitando nulidad, de actuaciones en procedi·
miento ~obre despido. Extemporaneidad del plazo de
amparo debida a dilación indebida del plazo señalado en el
articulo 44.2 de la LOTe por interposición de recurso
notoriamente improcedente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, -compuesta por don
Francisco Rubio Uorente, Presidente; don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodriguez-Piftero y Bravo--Ferrer, don Jose Luis de, los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro· Rodriguez Bereijo y don José Gabaldón
López, Ma¡istrados, ha pronunciado,

SENTENCIA

En el recuna de amparo núm. 1.072/1988, interpuesto por la
ProCuradora de los Tribunales doña Maria Pilar Calvo Diaz, en nombre

'Y representación de «HosteJerfa IJlesi8s, Sociedad Anónima», contra
Autos de la M.stratura de Trabajo núm. 7 de Madrid, que inadmiten
demanda en solIcitud de nulidad de letuaciones, en procedimiento sobre
despido, asistida por el Letrado don Rodolfo GiJmartín Molino. Ha
comparecido el Procurador don José Manuel Vil1asante Oarcia, en
nombre de don Félix Cáceres Criado, así como el Ministerio Fiscal,
siendo Ponénte el excelentísimo' señor don Eugenio· Diaz Eimil, Quien
expresa el parecer de la" Sala.

la siguiente

EN NOMBRE DEL REY
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En ejecución de la Sentencia $e acordaron una serie de actuaciones
en todas las cuales se citó por. medio de edictos, hasta que la
Magistratura de Trabajo, cambiando su anterior criterio, ordenó notifi·
car • las partes, por correo eenificado, el Auto de 2 de septiembre de
1987, siendo entonces cuando la Em~ demandada tuvo la primera
ñoticia de la existencia del procedimIento' por despido promovido por
don Félix Cáceres Criado.

Interpuso entonces recurso de reposición contra dicho Auto, que fue
desestimado por el de 13 de octubre, ordenándose, en ejecución de la
Sentencia. el embar¡o de bienes de la Empresa.

La Empresa interpuso demanda de nulidad de todo lo, actuado a
partir del emplazamIento para asistencia a la conciliación y juicio,
al.cdndose vulneración del derecho a la tutela judicial con resultado de
inóefensión. garantizado por el artículo 24.1 de la Constitución, dictán­
dose Auto de 17 de febrero de 1988. !",r el cual se declaró no haber lugar
a tramitar la demanda" que fue c,onfirmado por el de 29 de abril,
de~timatorio de la reposlció~ interpuesta contra aquél. '

. 2. En los fundamentos jurídicos de la demanda de amparo se'alega,
en esencia, y Con cita de diversas Sentencias de, este Tribunal, que la
Magistratura de Trabajo vulneró su deber. de proteser el derecho de
defensa de los litipntes al no agotar los medios necesarios para que
negara a conocimiento de la demandada la existencia del proceso y.
pudiera en él formular su oposición a la ~ensi6n del actor, quebran­
tándose, por lo tanto, el derecho a no sufnr indefensión, que le garantiza
el aft. 24.1 de la Constitución. "
, En el suplico de la demanda, se solicita la anulación de las
actuaciones judiciales a fin de que se proceda a nuevo señalamiento para
conciliación y juicio con citación que' cumpla todas las garantías
procesales.·Par otrosí solicitó el recibimiento a prueba, desi~ando a tal
efecto el expediente núm. 2/'1987, sobre despido, promoVido por don
Félix táceres Criado contra la recurrente' de amparo.

3. Por providencia de 24 de octubre se acordó -abrir trámite de
admisión, proponiéndose la posible existencia de las causas previstas en
el arto 50.1, a). en relación con los arts. 44.2 y 44.1. c),y en el 50.1. c)
de la LOTe, y, presentadas las correspondientes alegaciones de la
demandante de amparo y del Ministerio Fiscal, se dietó providencia de
14 de diciembre, admitiéndose a trámite el recurso de amparo y
reclamándose las actuaeiones' judiciales; Recibidas éstas, se acordó en
providencia de 13 de marzo di 1989 tener por penonado y parte en el
procedimiento al Procurador don José Manuel ViUasante García, en
nombre y representación de don' Félix Cáceres Criado, y concederse a las
panes y al Ministerio Fiscal el plazo común. de veinte días para
presentación de las alegaciones pertinentes.

4. La recurrente de amparo solicitó que se _dietase Sentencia de
lcuerdo con el suplico de su demanda y formuló alegaciones en las que
reproduce las contenidas en dicho escrito de demanda, reiterando que
las notificaciones y emplazamientos realizados sin.las debidas garantías
ha ocasionado vulneración de su derechQ de defensa.

5. El demandado suplicó Sentencia 'denegatoria del amparo con
:mposición de costas a la recurrente, con fundamento en las alegaciones
liguientes.
". Lo que en realidad se pretende por la demandante és hacer valer un
"upuesto derecho a que, dentro de un procedimiento en que se ha
jictado Sentencia devenida firme, se inicie por la Magistratura de
Trabajo un nuevo procedimiento, ,instado por demanda de juicio
Jrdinario, dirigido a que se anuJen notifICaciones hechas por edictos.

Esta pretensión.es insostenible a la vista de lo dispuesto en el art. 240
je la Ley Orgánica del Poder Judicial, seaún el cual la nulidad se hará
valer por medio de los recursos establecidos en la Ley contra la
'e5olución de que se trate o por los demás medios que establezaln las
eyes procesales y, conforme a eUo, la recurrente debió utilizar el recurso
je audiencia en rebeldía, previsto en los arts. 169 y siguientes de la Ley
1e Enjuiciamiento Civil, pero no acudir a un procedimiento de nulidad
1ue, en ningún caso, permite la citada Ley Or¡ánica. .

En cuanto al fondo, alega que las notificaciones fueron correctamente
'ealizadas en el domicilio de la Sociedad recurrente y, posteriormente,
lar edictos, en cumplimiento de lo dispuesto en el aft. 269 de ~ ley de
:njuiciamiento Civil, no pudiendo, por ello, imputarse a la Maglstratura
¡ulneración del derecho de defensa, ni siquiera en el supuesto de que el
racaso de las notificaciones por correo fueran debidas a .la desidia y ,
legligencia del funcionario de Correos, puesto que la M8Jlstratura ha,
~n todo momento, cumplido las prescripciones legales, SlO que le sea
'xigible la obligación de averiguar en cada caso si el funcionario de
=orreos ha o no incunido en negligencia.

6~ El Ministerio Fiscal solicitó Sentenda desestimÍltoria por extem­
Joraneidad del recurso y, en otro caso, el otorgamiento del amparo,
llegando en su fundamento las siguientes razones:

En el aspecto procesal, que Ja actora, cuando se da por enterada de
a existencia del proceso se encontraba ya inmersa en un procedimiento
le ejecución, y, en tal situación y asistida de letrado, debió saber que
lOdla interponer recurso de reposición, como así hizo; pero no Que
)Ianteara un juicio ordinario para pedir la nulidad de actuaciones, como'

intentó dos veces consecutivas sin resultado· positivo, pues el único
remedio para- reparar, en·tal caso. Jos vicios de nulidad es, según la STC
22/89, el recuno de am~. ' .

Pero este recurso debió interponerse contra el Auto de 13 de octubre
de 1987, que denC$Ó el de reforma promovido contra el AutO que había
acordado la ejecUCión de la:SentenC18 y, al no haberse hecho así, la parte
aclara ha incumplido el ])lazo señalado en el arL 44.2 de la LOTC,
incuniendo en la causa de inadmisi6n del arto 50.1. a). de la misma Ley.

Además, el Auto que esob¡·eto del recurso de amparo fue notificado
el 1 de mayo, presentándose e recurso el 10 de junio, es decir, fuera de
los veinte días que establece el citado arto 44.2, incurriendo. también por
esta razón en extem])Oraneidad.

En cuanto al fondo del asunto, entiende el Ministerio Fiscal que se
ha causado indefeDSÍón prohibida por el.art. 24.1 de la Constitución,
puesto que la Magistratura de Trabajo, des])ués de una sola citación por
correo cenificado con acuse de recibo, efectuó las demás citaciones por
edictos, sin asegurarse previamente de que la ausencia en el procedi­
miento de la ~presa demandada era real. ocasionando con ello
resultado de indefensión, segúnIas Sentencias de este Tribunal, que cita
con transcripciónparciaJ de l1lguna -de ellas... ' , ,

'7. Por· providencia de 29 de octubre pasado se· señaló para
deliberación y votación el día 12 de noviembre siguiente, quedando
concluida en el día de -hoy.

Il. Fnndamentos jurldkos

1. El presente recurso de amparo se interpone contra los Autos de
17 de febrero J' 29 de abril de 1988.· dictados por la Ma¡illratura de
Trabajo núm. 1 de Madrid. en virtud de Jos cuales se denegó la
tramitación de demanda de juicio ordinario dirigida a obtener.la nulidad
de Sentencia finne recalda en procedimienlode desfido, así como de
todas las actuaciones judiciales anteriores a partir de momento en que
la solicitante de amparo incompareció al acto de conciliación señalado
por dicha Ma¡istriltura para el día 11 de febrero de 1987, a fin de que
se proceda a nuevo señalamiento yse le cite debidamc:nte con todas las
garantías prOcesales. ~

La Empresa demandante «Hosteleria JgjeSÜlS, Sociedad ADóriim"",
denuncia que se ha wJnerado su dereclioano, sufrir indefensión,
reconocido ])Or el 8ft. 24.1 -de la Constitución, puesto que no tuvo
conocimiento de la existenciá del procedimiento lai;K>ra1 ni de la
Sentencia recaída' en el mismo, debido a que la citación a juicio,
realizada por correo certificado con acuse' de recibo, a pesar de haber
sido correctamentedirigida"a su domiciliosocial¡ no llegó a su'poder por
desidia o negligencia del funcionario de Correos. quien la devolvió con'
Ja nota de .se ausentó sin señau,· ordenando entonces la Magistratura
la citación pOr edictos, sin agotar ant~ los· medios necesarios para
asegurar que la demandada negara atener conocimi~tode la citaf;Íón,
conocimiento que adquirió por primera vez al notificáisele debidamente
providencia dictada ya en ejecución de Sentencia.

La parte comparecida en el recurso de amparo como demandada
formula, en primer término, la objeción formal consistente en que el
juicio ordinario rechazado ])Or la Magistratura -es un recurso, improce-­
dente para obtener la nulidad de actuaciones, "debiéndose, en su lugar,
haberse interpuesto el· juicio, de audiencía en rebeldía que regulan Jós
arts. 769 y siguientes de la Ley de Enjuciamiento Civil.

En el mismo sentido se manifie~ta el Minis~erio Fiscal al"aleF.que,
cuando la demandante de amparo t1~ne. por pnmera vez, conOCImiento
foral de la existenci8 del procedimiento laboral, sieQ-do ya firme la
Sentencia dietada en el mismo, el único recurso procedenté en la vía
judicial era el de repósición del aft. 1St de la Ley de Procedimiento
Laboral, rec\1rso que efectivamente interpuso, y que al ser éste desesti­
mado debió acudir directamente. al amparo constitucional y no intentar
por dos veces un juicio ordinario de nulidad.. que al ser totalmente
mnecesario para tener pOr .,otada la VÍa judicial preVÍa ha dado lugar
a dilación indebida.del.plazo señalado en el arto 44.2 de la LOTCy. con
e1l6, a la causa de Íl!8dmisibílidad establecida e~ el ¡ut. 50.1, a), en
relación con dicho precepto, ~ la misma Ley.

Por otro lado, añade el Ministerio Fiscal que el auto que se recurre
en amparo' fue notificado el7 de mayo de ·1988,y el recurso interpuesto,
el 10 de junio siguiente, es decir, fuera del plazo referido, incurriendo
también POI.:' esta razón en la misma, causa,de inadmisibil~dad. .

2. El primer problema Que plantean las referidas objeciones proce­
sales, de resoh,lción prioritaria a )a cuestión de fondo, viene' suscitado
por la circunstancia de que en este recurso de amparo se abrió el trámite
de admisión del art. 50.3 de la WTC, precisamente para proponer,
juntamente con otra causa, la-posible extemporaneidad del recurso y ello
obliga, antes que nada, a decidir si la superación de dicho trámite tiene
o no el efecto preclusivo de impedir que se reconsidere en Sentencia las
causas de inadmisiblidad que no fueron aCOlidas en el referido trámite.

A tal efecto, debemos distinguir entre el Ministerio Fiscal, que es la
única pane que. además de la demandante de amparo, interviene en el
trámite del arto 50.3 de la LOTC, y las partes que no tienen la
posibilidad de intervenir en el.mismo por el imperativo.'procesal de'

,
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venir condicionada su comparecencia a que se admita, el recurso a
trámite. En el primer supuesto, las causas de inadmisiblidad propuestas
en el trámite prevío deben entenderse resueltas con efeetopreclusivo, a
no ser que las actuaciones posteriores remitidas por el órgano judicial
aporten datos nuevos, que dé manera relevante alteren los presupuestos
fácticos' en atención a los cuales se decidió no acoger las causas
previamente propuestas y, en el segundo supuesto, la admisión del
recurso a trámite carece de tal efecto preclusivo. puesto que las partes
personadas después de esta admisión no tuvieron oportunidad de
fonnular alegacJones y, por consiguiente, de ejercer su derecho a oponer
a la admisión del recurso todas aquellas objeciones procesales que
convengan a su defensa.

Por lo tanto, y no habiendo aportado las actuaciones judiciales datos
relevantes que no constaran ya en el trámite de admisión en relación con
la extemporaneidad del recurso, no procede entrar en el examen de las
objeciones, que respecto a la misma. reitera· el Ministerio Fiscal en su
posterior escrito de alegaciones. debiéndose, por el contrario, pronun­
ciarse sobre la que la parte demandada formula por primera vez en el
suyo, no sin antes prectsar que la ausencia de articulación en que incurre
al deducir dichas objeciones-Do impide considerarlas como dirigidas a
sostener que el recurso de amparo Incurre en inadmisibilidad por falta
de agotamiento de la vía judicial previa -art. 44.1, a}. de la LOTC- y
por extemporaneidad -art. 44.2 de la misma Ley-. puesto Que en la
primera de dichas causas de inadmisibilidad desemboca la alegación de
que la demandante de amparo debió baber interpuesto el recurso de
audiencia en rebeldía. y en la segunda, la alegaCIón de Que el juicio
ordinario de nulidad de actuaciones, intentado por dos veces consecuti­
vas por la demadante, es un recurso manifiestamente improcedente por
ventr prohibido expresamente por el arto 240 de la LOPJ.

3. Este Tribunal viene declarando de manera constante '1 reiterada
Que el carácter subsidiario del recurso de amparo protegIdo por el
art. 44. 1, a}. de la LOTe no obliga a utilizar. en cada caso. todos los
medios de impugnación que puedan venir previstos en el ordenamiento
procesal, sino tan sólo aquellos normales que., de manera clara, se
maniflet.tlln ejercitables. sin necesidad de complejos análisis ¡"uridicos.
"~sto qu~ ..... es exigible al ciudadano que supere dificu tades de
114;r986,~'lJ':;'tiiW'dllD de lo razonable -SSTC 81/1983. 65/1985 Y

De acuerdo con esta 'dOcth_ I d dade amparo denuncia· d' 'ó '. ~n los supuestos en que e eman Dte
un roceso In. ~1~nSJ n poI,~ habeq:~onocido la existencia de
detfrmina contra~l.din$1d<? ~sta que se le niJUfic6 eficazmente w;¡a
. d' ial da .resolucIón Judicial, es razonable COnsiderar que la vía
i~~~~~~'aoamP8!o.constítucio.na1. ~ sido 8!,otada, cuando el
de . '. .ocasIón al órpno Judicial de pronunciarse sobre su

nunCla constituCIonal mediante li. int-' .ó
normalmente e;ercitableS contra la-"'I .ó_·....,...Cl n de. los recursos
1 d l" ;J • • '.. ....-.. UCl n Qucae le notIfica, es decir
os e. TeIOrma, reposIción o suplica y,en su caso. de apelació . •
~ ese ~u!tado de agotamiento de la vía judicial pueda opon~r:~aq~~
Jf!.terposlCl~D; del recurso .d~ audiencia. en rebeld;ia. cuya procedencia
viene condiCionada a reqUISitOS dependientes de dIVersos supuestos que
pudo ~ntender que noCOD~ en el presente caso r, por tanto, no es
dable Imponerle C9f!10.exIgIble a los. efectos de admisión del am~ro;­
C?Yo carácter SUbslClim:io queda sufiClt::nte salvaguardado con la utllíza­
CIon de aquellos medios Impugnatonos DonnaIes, debiéndose en su
consecuencia. rechazar la alegación que, en este extremo. fo~ula la
parte demandada.

4... En cierta consOnancia! co~ la doctrina constitucional expuesta,
ta~blen ha declarado este Tnbunal, de manera igualmente constante y
reiterada, que el cumplimiento del plazo previsto en el ano 44.2 de la
LqTV .y, en general, de los plazos procesales. no constituye una
cxt&eJ?cla fonnalsin justificación. sino que representa una garantía
!'"Onclal de seauridad juridic;a. que actúa como plazo de caducidad,
lmpr~rrogablc: y. de unpoSlb1e su~ón. no susceptible de ser
~p~~do ~fiCIal~ente. por el arbitrio de las panes. mediante el
eJercicIo abUSIVO e IndebIdo de todos los remedios procesales imagina­
bles en la vía judicial previa, los cuales sólo deben utilizarse cuando
resulten razonablemente exigibles por ser los procedentes con arreglo a
las f1;0rmas procesales, debiendo estimarle excluidos aquellos otros no
preVistoS por las 'Leyes °manifiestamente improcedentes en el concreto
proceso ~e que se trate; En virtud de ello. la fecha que inicia el cómputo
del refendo p~ ~ aq~ella en que se notifica la resolución que. pone
fin a la via J!1dICIal, ~ID 9ue puedap t.omarse en consideración Jos
recu~s potonamc.Dte IDeX1stentes o mviables que se interpongan con
postenondad a dicha fecha -STC 129/1988. y AATC 816/1986
928/1986," 1.081/1986 Y 1.121/1988, ad eumplum. •

En el su~uesto aqui dehatido, la Mqistratura de Trahajo dietó Auto
de 2 de septiembre de 1987. por el que acordó. en ejecución de Sentencia
fi~e. el embargo de los. bienes de la Empresa solicitante, que fue
not~fica4o por correo certIficado con acuse de recibo en su domicilio
SOCial, situado en la calle Panamá, 3, interponiendo dicha Empresa,

contra el mismo. recurso de reposición. en el que pidió nulidad de las
actuaciones-a partir del momento de citación a JUiCIO, por no haber ésta .
llegado a su conocimiento. siendo dicho recurso desestimado por Auto
de 13 de octubre siauiente. con fUl\damento en que la citación había sido
realizada de- acuerdo con lo previsto en los arts. 32 y 33 de la Ley de
Procedimiento Laboral. '1 dictado Sentencia que, al haber adqwrido
firmeza, no permitía nulIdad de actuaciones.

Notificada, esta resolución, la demandada presentó demanda de
juicio de menor cuantía dirigida a obtener la misma nuHdad de
actuaciones que le había sido ya denegada. dictándose por la Mqistra­
tura Auto de 23. de f1oviembre, en el que se razQna que la clase deJuicio
promovido, de naturaleza civil. no está previsto en el ordenamiento
laboral, no reuniendo. por ello. la demanda los requisitos señalados en
el art. 71 de la Ley de Procedimiento Laboral, por lo cual debía
acordarse su devolución al interesado, para que. si lo estima procedente, 4
interponga la demanda en forma. advirtiendo que contra el auto
procedía el recurso de reposición.

La parte demandada no interpuso este recurso. sino que volvió a
promover demanda que califica de «juicio ordinario», en la que reiteró
su pretensión de nulidad de actuaciones, la cual fue de nuevo rechazada
por Auto de 17 de febrero de 1988, en el que se reiteraD los
fundamentos del anterior de 23 de noviembre y se señala que éste'
devino firme por no haber sido recurrido.

~La anterior exposición de la conducta procesal de la demandante de
amparo pone de manifiesto que. mediante ella, dilató indebidamente el
plazo del art. 44.2 de la LOTC. con la utilización de remedios impu~a­
torios claramente improcedentes e innecesarios para que la vía judicial
previa se tuViese por agotada. puesto que este agotamiento se lH'Odujo,
s~ún el claro pm:epto contenIdo en el arto 151 de la Ley de Procedi­
mlento Laboral. con el Auto de 13 de octubre'de 1987. notificado el2J
del mismo mes, por el cual se resolvió el recurso de reposici6n. ).
interpuesto contra el de 2 de septiembre anterior, denegando la nulidad
de actuaciones que la demandada h"bía solicitado para reparar lo Que
consideraba vulneración de' su derecho de defen:l: por lo tanto. el
plazo del recurso de· -amparo se inició en la indi fecha del 21 de
octubre de 1987

8
habiéndose agotado con mueha anterioridad al de 10

de junio de 198 • en que interpone el .recurso de amparo.
Para tener por manifiestamente improcedentes. a los efectos aquí

contempladOS; las dos consecutivas demandas civiles de nulidad de
actUaciones, interpuestas después de que el Auto de' 13 de octubre había
agotado la vfa judicial preVUl, no es necesario acudir al art. 240 de la
LOPJ, en cuya lectura constitucional no procede entrar aquí, nitampoco
recurrir a la doctrina constitucional. según la cual las demandas, de
nulidad de actuaciones. haya o no recaido Sentencia flJ1lle. son inviables
para reparar vicios de procedimiento -SSTC 159/1988. 205/1988 y
22/1989, AT~~1989-, pues, en el caso aqui contemplado esa
manifiesta im encía se deriva directamente de la inadecuación de
los procesos Civiles para formular reclamaciones o ejercitar pretensiones
~me. la jurisdicción laboral. debiendo 8. ello afiadirse que; aunque ,i
lorza~do~h~ el m~ximo el espiritu de flexibilidad que este Tribunal
~onsb.tuClonal tiene sle~pre presente en la resolución de cuestiones de
mdole formal,. se COnsl~ en ciena medida explicable que la
demandante de am~ro hubiese interpuesto la primera de dichas
demandas. no es PDSI.ble mantene~ la misma postura con la segunda de
ellas, en la que se reItera 1:108. &:CUtud impugnatoria que habia sido ya
rec~da por el órpno Judicial en una resolución razonablemente
mO!lvada,que 1& parte consintió, permitiendo que adquiriese firmeza al .C

no mterponer contra t?lIa. el recul'$O que la propia resolución le indicó. ,.;
. Pf<?cede. por consllultote. aprecwque el recurso de amparo ha .-~
IDcuJ!1do en la causa de inadmisibilidad prevista en el ano SO. l. a), en ~,.
relaCIón con el 44.2, de la LOCT, por haberse diJatado indebidamente ;,;
el p~o~oe~.este último precepto. con la interposición de recurso
notanamente mptocedente; causas de inadmisibilidad que en este
~omentoprocesa.l se conviene en causa de desestimación.

FAllO

En atención atado lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA .:'
AUTORIDAD QUE LE HA CONFERIDO LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN;)
EsPA~OLA,. •. '.

Ha cle<:idido
::~

Denegar el amparo solicitado por «Hostelería Iglesias•.Sociedad ::.
Anónima».

Publiquese esta ~ntencia en el eBoletin Oficial del Estad.... ".

nada en Madrid a veintiséis de novierp.bre -de mil novecientos /"
nove~ta.-F~ncisco Rubio Uorente.-Eugenio Diaz Eimil.-Miguet ;':
Rodnguez~Plñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de Jos Mozos y de los'.";
Moz?s.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-Finnados y :-;
rubncados. . , .-,.


